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En el presente informe jurídico se analiza un proceso de Obligación de Dar Suma 
de Dinero, en la vía de proceso de ejecución, que inició con la demanda 
presentada por el Banco Continental contra la empresa Trefilados Peruanos 
S.A., el demandante solicita que cumpla con pagar las tres cuotas vencidas del 
contrato de arrendamiento financiero, cuya suma asciende a S/. 9,466.74 nuevos 
soles, asimismo cumpla con pagar el íntegro de las cuotas restantes pendientes 
de pago que equivale al saldo de S/. 1 840,440.00 nuevos soles, más los 
intereses compensatorios y moratorios pactados. Señala como fundamentos de 
hecho: a) Que Banco Continental pacto con la empresa celebrar un contrato de 
arrendamiento financiero. b) Que el pago de la contraprestación fue pactado en 
36 cuotas mensuales e irrevocables. c) Que mediante la cláusula décimo 
segundo se estableció que en caso de incumplimiento de una o más cuotas el 
banco podría exigir el total de las cuotas por vencer, así como la resolución del 
contrato, d) banco continental cursa cartas notariales comunicando la decisión 
de resolver el contrato. La demanda es admitida en el Octavo Juzgado Civil con 
Sub especialidad en lo Comercial, quien otorga un plazo de 05 días para que el 
demandante cumpla con lo señalado en la demanda. La demandada presenta 
contracción al mandato ejecutivo, señalando como fundamentos: a) Que banco 
cursa diversas cartas notariales que fueron firmadas por Patricia Noanin Moreno 
y Joyce Echegaray Navarro, de la Unidad de Recuperaciones, b) que de acuerdo 
al acta de sesión 593 de fecha 16 de octubre del 2002, se acredita las facultades 
de representación y delegación de poder y se verifica que dichas personas no 
cuentan con el poder respectivo de acuerdo al monto de la operación, por lo que 
al haber sido suscritos por funcionarios del banco que no cuenta con las 
facultades correspondiente deviene en inexigible. Posterior a ello, se corre 
traslado a la parte demandante, quien presenta escrito adjuntando una nueva 
carta notarial y una nueva acta de sesión del año 2008, asimismo señala que se 
ratifican en atención a las cartas presentadas con anterioridad. El juzgado 
declara infundada la contradicción. En atención a ello, la parte demandada 
interpone recurso de apelación a la sentencia de 1° instancia, señalando que no 
debería considerarse la carta notarial y el acta de sesión por ser un medio 
probatorio extemporáneo, asimismo señala que el acta de sesión debe de 
interpretarse de forma literal y de acuerdo a la revisión no se verifica que dichas 
personas cuenten con la facultad de ratificar actos. Mediante Resolución N° 15, 
la Primera Sala Civil con Subespecialidad en lo Comercial, resuelve revocar el 
auto de ejecución, debido a que las facultades de representación deben de 
regirse por el Principio de Literalidad, y este no especifica el acto de ratificación. 
El banco interpone Recurso de Casación contra la Resolución de Vista, 
señalando que la sala incurre en error al interpretar de forma literal el poder 
especial, no considerando la interpretación sistemática asimismo señala la 
infracción normativa al artículo 197 del CPC y el art. 169 del CC. Finalmente la 
Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de la República, declara Fundado el 
recurso de casación, en consecuencia, casaron la sentencia de vista y actuando 
en sede de instancia confirmaron la apelada que declara infundada la 
contradicción.  
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1. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO. 

 

Demanda presentada por Banco Continental 

Mediante escrito de fecha 08 de enero del 2010, el Banco Continental, representado por 

su apoderado judicial interpone demanda de Obligación de Dar Suma de Dinero - ODSD 

en la vía del proceso de ejecución, contra Trefilados Peruanos S.A. a fin de que cumpla 

con pagar las tres cuotas vencidas del contrato de arrendamiento financiero, cuya suma 

asciende a S/. 9,466.74 nuevos soles, asimismo cumpla con pagar el íntegro de las 

cuotas restantes pendientes de pago que equivale al saldo de S/. 1 840,440.00 nuevos 

soles, más los intereses compensatorios y moratorios pactados devengados y se 

devenguen hasta la cancelación total de la deuda. 

 

Fundamentos de Hecho 

 

• Que el demandante es propietario del inmueble ubicado en Jr. José María Galdeano 

y Mendoza y Av. Guillermo Dansey, distrito de Cercado de Lima, provincia y 

departamento de Lima, inmueble que fue inscrito en la Partida Electrónica 

Nº49038462 del Registro de Predios de Lima. 

• Que, el Banco Continental adquirió el derecho de propiedad de sus anteriores 

propietarios mediante escritura pública del 08 de abril de 2009. Acto seguido, se 

inscribió dicha compraventa en el asiento registral C00003 en la Partida Electrónica 

Nº9038462. 

• Que, conforme al numeral de la cláusula tercera del contrato de leasing, el Banco 

Continental, adquirió el inmueble antes referido a elección de Trefilados Peruanos 

S.A. a fin de tomarlo en arrendamiento financiero. 

• Que el pago de la contraprestación quedo pactado en 36 cuotas mensuales forzosas 

e irrevocables, siendo la última cuota de S/.1.00 nuevo sol, correspondiente a la 

opción de compra otorgada a favor de la demandada. 

• Que conforme al numeral 12.4 de la cláusula décimo segunda del contrato, se pactó 

que, en caso de resolución, el Banco podía exigir el total de las cuotas vencidas. 

• Que el Banco mediante cartas notariales comunicó su decisión de dar por resuelto 

el contrato por incumplimiento en el pago de las cuotas pactadas, los mismos que 

fueron ratificaron su resolución mediante 03 cartas notariales de fecha 04.12.2009. 
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Fundamentos de Derecho 

 

• Artículo VI del Título Preliminar del Código Civil: “Para ejercitar o contestar una 

acción es necesario tener legítimo interés económico o moral”.  

• Inciso 1º del artículo 1219° del Código Civil: “Emplear las medidas legales a fin de 

que el deudor le procure aquello a que está obligado”. 

• Artículo 10 del Decreto Legislativo N° 299: “El contrato de arrendamiento financiero 

tiene mérito ejecutivo. El cumplimiento de las obligaciones derivadas del mismo, 

incluyendo la realización de las garantías otorgadas y su rescisión, se tramitarán con 

arreglo a las normas del juicio ejecutivo”. 

 

Medios Probatorios 

• Original del Testimonio de la Escritura Pública de Arrendamiento Financiero. 

• Copia legalizada de 03 cartas notariales donde se resuelve el contrato. 

• Original de 03 cartas notariales donde se reitera la resolución del contrato. 

• Liquidación de saldo deudor derivado del contrato de arrendamiento financiero. 

 

Contradicción Al Mandato Ejecutivo 

A través del escrito de fecha 31 de marzo de 2010, Trefilados Peruanos S.A.C, 

debidamente representado por su Gerente General Manuel Lozano Olazo, contradice el 

mandato ejecutivo por inexigibilidad del título, solicitando que se declare infundada la 

demanda. 

 

Fundamentos de Hecho 

 

• Que el título que da merito ejecutivo a la presente acción es la escritura pública 

de arrendamiento financiero celebrado entre el banco ejecutante por la suma 

1,840,440.00 

• Que el Banco cursa diversas cartas notariales comunicando la resolución del 

contrato, las mismas que fueron suscritas por Patricia Noanin Moreno y Joyce 

Echegaray Navarro, de la Unidad de Recuperaciones. 

• Que mediante Sesión de Directorio N° 593 de fecha 16 de octubre del 2002, se 

acreditó las facultades de representación y delegación de poder. 
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• Asimismo, señaló que de acuerdo al monto de la operación no corresponde 

resolver el contrato a los funcionarios que suscribieron las cartas, y cabe indicar 

que la demanda ya fue presentada ante un juzgado comercial que la desestimo 

por dichas razones. 

• Que siendo así, las cartas resolutorias no tienen efecto legal, por no haber sido 

suscritos por funcionarios del banco por tanto deviene en inexigible. 

 

Fundamentos de Derecho 

 

• Inciso 1° del artículo 690-D del Código Procesal Civil: Contradicción al mandato 

ejecutivo 

 

Medios Probatorios 

 

• Escritura Pública del Contrato de Arrendamiento Financiero 

• Escritura Pública de delegación de poder de fecha 16 de enero de 2009 

• Carta Notarial de Resolución de Contrato de fecha 14de setiembre, 12 de 

octubre y 04 de diciembre de 2009 

 

ABSOLUCION DE LA CONTRADICCION  

 

Mediante escrito de fecha 14 de mayo de 2010, Banco Continental dentro del plazo 

correspondiente presenta la absolución de la contradicción interpuesta por Trefilados 

peruanos S.A 

 

Fundamentos de Hecho 

 

• La contradicción se sustenta en la inexigibilidad de la obligación materia de cobro, 

señalando que la resolución del contrato de arrendamiento financiero sería 

imperfecta debido a que los apoderados del Banco que intervienen en dicho no se 

encontrarían facultados para dicho fin. 

• Asimismo, señala que el contrato de arrendamiento financiero tiene como causal de 

incumplimiento por parte de la demandada el pago pactado en la Escritura Pública. 

• Que las causales de resolución del contrato se encuentran en la cláusula Decimo 

Segunda, siendo el incumplimiento la causal de resolución, ante ellos Treflados 

peruanos SA no ha señalado que la causal es incorrecta o que no se haya verificado. 
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• También señala que respecto a las facultades de intervención de los apoderados 

que suscribieron las cartas notariales, se presenta ante el juzgado una Notarial de 

fecha 13 de mayo de 2010 la cual ratifica en todos sus extremos la resolución 

contractual del Arrendamiento financiero, en virtud del cual queda ratificado todos 

los efectos retroactivos conforme los dispone el artículo 161° y 162° del Código Civil. 

• Finalmente señala que encontrándose ratificada la resolución contractual con 

efectos retroactivos con los funcionarios debidamente acreditados, y no habiéndose 

señalado el cumplimiento de la obligación por parte de Trefilados Peruanos S.A 

solicita continúe con la ejecución. 

 

Fundamentos de Derecho 

   

•  Artículo 161° del Código Civil: Falso Procurador  

• Artículo 162° del Código Civil: Ratificación del Acto Jurídico  

 

 

Medios Probatorios 

 

• Carta Notarial de fecha 13 de mayo de 2010, por la cual el Banco continental ratifica 

en todos sus extremos la resolución del Contrato de Arrendamiento Financiero. 

• Testimonio de Escritura Pública de fecha 23 de noviembre de 2009. 

 

PRESENTACIÓN DE MEDIO PROBATORIO NUEVO 

 

Mediante escrito de fecha 26 de mayo del 2010, Trefilados Peruanos S.A. presenta 

escrito señalando nuevos actos presentados en el proceso. 

 

Fundamentos de Hecho 

• Que Banco Continental presenta al juzgado una Carta Notarial de fecha 13 de mayo 

de 2010 la cual ratificaría los actos jurídicos que resuelven el contrato de 

Arrendamiento Financiero, que asimismo señalan que lo realizan en concordancia 

con el artículo 161° y 162° del Código Civil, en ese sentido, el banco estaría 

aceptando que habrían excedido los limites, por lo que no habrían resuelto el contrato 

de Arrendamiento Financiero,  
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• Trefilados Peruanos S.A señala que la el Titulo Ejecutivo y la obligación derivada no 

sería cierta, expresa y exigible, debido a que se sustentan en Cartas Notariales que 

no tendrían eficacia alguna. 

• Adicionalmente señala que la Escritura Pública, no sería suficiente como título 

ejecutivo. 

• Cuestiona también la presentación de la Carta Notarial que ratifica el acto jurídico de 

la resolución del contrato, señalando que no es posible otorgarle efectos retroactivos 

a un documento presentado con posterioridad a la demanda. 

 

Fundamentos de Derecho 

• Artículo 428° Código Procesal Civil: Modificación y ampliación de la demanda 

• Artículo 429° del Código Procesal Civil: Medios Probatorios Extemporáneos 

Medios Probatorios 

 

• Carta Notarial de fecha 13.05.2010 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

Mediante Resolución N° 06 de fecha 22 de julio de 2010, el Octavo Juzgado Civil sub 

especializado en lo comercial, declara Infundada la contracción por los siguientes 

considerandos: 

• Que el Banco Continental remitió a la ejecutada 03 Cartas Notariales, a través 

de la cual le informa al ejecutado que el contrato de Arrendamiento Financiero 

queda resuelto de pleno derecho.  

• Asimismo, con fecha 13 de mayo de 2009, mediante carta notarial firmada por 

los señores Sotelo Pascual y Echegaray Navarro personas que ostentan las 

facultades G ó I ratificaron las cartas anteriores. 

• Cabe indicar que de acuerdo al art. 162° del Código Civil, en los casos que el 

acto jurídico haya sido concluido por un representante que no cuente con 

facultades suficientes, dicho acto puede ser ratificado por el representante 

observando la forma prescrita. 

• Adicionalmente, se señala que la presentación de la Carta Notarial el 13 de mayo 

de 2009, no implica una modificación, por lo que la contradicción planteada debe 
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ser desestimada. 

• En tal sentido el Octavo Juzgado Civil sub especializado en lo comercial declara 

INFUNDADA la contradicción en consecuencia ordena llevar adelante la 

ejecución hasta el que ejecutado cumpla con la presentación de su cargo, más 

intereses pactados, con costas y costos sobre Obligación de dar suma de dinero.  

 

INTERPOSICION DEL RECURSO DE APELACIÓN 

 

Mediante escrito de fecha 13 de agosto del 2010, el demandando dentro del término de 

ley interpuso recurso de apelación CON EFECTO SUSPENSIVO a fin de que el Superior 

revoque en todos sus extremos la resolución impugnada, auto de ejecución contenida 

en la Resolución Nº 6 de fecha 22 de julio de 2010, que declara infundada la 

contradicción y ordena llevar a cabo la ejecución hasta que el ejecutado cumpla con la 

prestación a su cargo, más intereses. 

 

Fundamentos de Hecho 

 

• La empresa Trefilados Peruanos SAC argumenta que el sustento de la 

contradicción al mandato de pago, es la inexigibilidad del título de ejecución, 

escritura pública de Arrendamiento financiero, toda vez que las cartas que 

resuelven el contrato fueron realizadas por funcionarios del banco ejecutante sin 

capacidad para resolver el contrato, motivo por el cual las cuotas de pagos no 

se encuentran vencidas en su totalidad. 

• El Superior incurre en error al señalar que la carta, de fecha 13 de mayo de 2010, 

que ratifica el acto jurídico de resolución, suscrita por los señores Sotelo Pascual 

y Echegaray Navarro, sin que cuenten con facultades del tipo H y G, por lo que 

resulta evidente que no cuentan con capacidad para ratificar actos jurídicos de 

resolución de contrato, adicionalmente señala que no es posible la ratificación 

de un acto jurídico cuando ya ha sido contestada la contradicción.  

• Asimismo, señala que invocando a los poderes de negocio podrían estos 

funcionarios tener facultad para resolver contratos de arrendamiento financiero, 

sin embargo, no tienen capacidad para ratificar actos jurídicos de resolución de 

contrato, sus facultades son puntuales, de acuerdo al principio de Literalidad. 
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• Señala también que dicha resolución causa agravio debido a la modificación de 

la demanda. 

Fundamentos de Derecho 

 

• Artículo 424° Código Procesal Civil: Requisitos de la demanda 

• Artículo 428° Código Procesal Civil: Modificación y ampliación de la demanda 

• Artículo 691° Código Procesal Civil: Auto y apelación en el proceso ejecución 

 

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

Mediante Resolución N° 03 de fecha 15 de noviembre de 2010, la Primera Sala Civil con 

subespecialidad Comercial de Lima, resuelve Revocar el Auto de ejecución contenido 

en la resolución N° 06 de fecha veintidós de julio de dos mil diez por los siguientes 

motivos: 

 

• Que la empresa ejecutada Trefilados Peruanos SAC fundamenta el recurso de 

apelación basándose en la inexigibilidad del título, debido a que las cartas 

notariales que dan por resuelto el contrato, fueron realizadas por funcionarios 

del banco sin la debida facultad para resolver el contrato de arrendamiento 

financiero, por lo cual las cuotas de pago no se encuentran vencidas. 

• Asimismo, señala que las cartas que ratifican el acto jurídico de resolución han 

sido suscritas por funcionarios que no cuenten con facultades G o I, necesarias 

para resolver válidamente el contrato de arrendamiento financiero. 

• Por otro lado, señala la resolución que de conformidad con el artículo 162° del 

Código Civil, se establece que el en los casos previstos por el mencionado 

artículo, el acto jurídico puede ser ratificado por el representado observando la 

forma prescrita para su celebración, la ratificación tiene efecto retroactivo. 

• Se señala que mediante Carta Notarial de fecha 04 de diciembre 2009, que se 

ratifica en todos los términos la resolución del contrato de arrendamiento 

financiero, sin embargo, de acuerdo a la Escritura Pública de nombramiento de 

apoderados y designación de facultades los suscribientes no cuentan con las 

facultades para la resolución del contrato de Arrendamiento Financiero. 
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• La Primera Sala Civil con subespecialidad Comercial de Lima resuelve revocar 

el Auto e Ejecución que declara infundada la contradicción y Reformándola 

declara fundada la Contradicción e improcedente la demanda  

 

INTERPOSICIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN 

 

Mediante escrito de fecha 20 de diciembre de 2010, Banco Continental interpone 

recurso de Casación contra la Resolución de Vista N° 03 a fin de que se revoque en 

todos sus extremos y reformándola se confirme el Auto de Ejecución, por los siguientes 

motivos: 

 

• Indebida interpretación y aplicación del artículo 155° del Código Civil, debido a 

que se señala que lleva intrínseco el Principio de Literalidad para la 

representación en el negocio jurídico, señalando que los suscribientes no tienen 

la facultad para ratificar, sin embargo, la doctrina establece que el poder especial 

no solo comprende los actos que expresamente se señalan en el tenor de poder, 

sino también aquellos necesarios para cumplir a cabalidad con los actos 

encomendados, denominados instrumentales. 

Asimismo, señala que la doctrina reconoce al apoderado facultado para 

determinado acto, la posibilidad de realizar aquellos actos indispensables para 

el cabal cumplimiento de lo encomendado.  

• Asimismo, ampara la pretensión casatoria en el artículo 197° del Código 

Procesal Civil, dispositivo que dispone la imperativa obligación de valorar en 

forma conjunta y razonada los medios probatorios. 

• Adicionalmente, señala que el Aquo ha omitido aplicar el artículo 169° del Código 

Civil, que regula la interpretación sistemática del acto jurídico, toda vez que 

conforme indica en la Escritura Pública: “poderes del negocio”, en tal sentido se 

advierte que la finalidad y voluntad del representado era la de conferir todas las 

facultades necesarias para el cumplimiento de lo encomendado. 

 

 RECURSO DE CASACIÓN 

 

La Primera Sala Civil Superior Subespecializada en materia Comercial de la Corte 
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Superior de Justicia de Lima, mediante Resolución Nº 05, de fecha 29 de diciembre de 

2010, dispone elevar los autos a la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia de la 

República. 

El auto calificatorio de la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República de fecha 13 de julio de 2011, declara PROCEDENTE el recurso de casación 

interpuesto por el Banco Continental por las causales de infracción normativa de los 

artículos 197° del Código Procesal Civil; artículos 155° y 169° del Código Civil; en 

consecuencia, se designa oportunamente para la vista de la causa 

 

• Infracción Normativa de los artículos 197° del Código Procesal Civil y 169° del 

Código Civil, debido a que no se valoraron en forma conjunta todos los medios 

probatorios, tales como la Escritura Pública y que no se aplicó el artículo 169° 

del Código Civil. 

• Respecto al análisis del artículo 197° del Código Procesal Civil, deviene en 

infundado en este extremo debido a que, si bien la Sala Superior haya otorgado 

un sentido distinto al propuesto por el recurrente a la cláusula denominada Del 

negocio, no significa que no hayan considerado o valorado la Escritura Pública, 

por lo que señala que lo propuesto no condice con vulneración alguna. 

• Respecto a la infracción normativa del artículo 169° del Código Civil, se estimó 

que la Sala Superior, ha infringido el mencionado artículo debido a la 

interpretación de la Escritura Pública, fue analizada en función a la palabra 

expresa “ratificar” actos jurídicos, ahora bien de la interpretación sistemática se 

desprende que el Banco Continental otorgó no solo facultad para celebrar 

contratos, modificar sus términos, resolverlos, rescindirlos, etc, sino también 

otorgo “cualquier” otra facultad para la administración, modificación, etc. 

Asimismo, la Sala señala que para la ejecución es imprescindible la ratificación 

ya que deviene en una facultad a los funcionarios del Banco, esta interpretación 

es conforme a los expresado en el acto jurídico y orientado a la eficacia del 

mismo y conforme al Principio de Buena Fe, ya que lo contrario a dicha 

interpretación sería desnaturalizar el sentido y finalidad de dicho acto. 

• Por tal motivo, la Corte Suprema declaro Fundado e recurso de Casación en 

consecuencia Casaron la Sentencia Vista y actuando en sede de instancia 

Confirmaron la apelada que declara infundada la contradicción al mandato de 

ejecución y ordena llevar adelante la ejecución. 
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2. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

Del análisis efectuado al proceso ejecutivo seguido por Banco Continental contra 

Trefilados Peruanos SA, he analizado los fundamentos de la partes así como la 

estrategia presentada por sus abogados, señalando como primer error en la 

Contradicción, toda vez que el ejecutado señala que el título que da merito ejecutivo es 

la Escritura Pública, asimismo “el Código Procesal Civil, en el artículo 688° inciso 10 

reconoce al testimonio de escritura pública como título ejecutivo en virtud del cual se 

puede promover proceso único de ejecución, al ser éste un documento público que 

genera certeza y que por lo demás, debe cumplir también con los requisitos contenidos 

en el artículo 689 del Código Procesal Civil, esto es, contener una obligación cierta, 

expresa y exigible; asimismo, de tratarse de una obligación de dar suma de dinero, 

deberá además ser líquida o liquidable mediante operación aritmética.”1 

  

El proceso se formula ante el incumplimiento de pago de las cuotas vencidas, es decir 

el incumplimiento de una obligación contraída entre dos partes, la misma que de 

acuerdo a la doctrina “la obligación constituye una relación jurídica que liga a dos o más 

personas, en virtud de la cual una de ellas, llamada deudor, debe cumplir una prestación 

a favor de la otra, llamada acreedor, para satisfacer un interés de este último digno de 

protección. Dentro de esa relación jurídica corresponde al acreedor el poder o “derecho 

de crédito” para exigir la prestación. Si el deudor, vinculado en tal forma, no cumple la 

prestación, o la cumple defectuosamente, por razones a él imputables, responde con 

sus bienes de dicho incumplimiento, en razón del elemento coercitivo previsto por la 

ley”2, se advierte que en el presente caso la obligación era el cumplimiento de la cuota 

pactada y en contraprestación el Banco entregaba el bien plenamente identificado es 

decir que de acuerdo a la doctrina se establece que “Modernamente se entiende por 

obligación de dar a aquella cuya prestación consiste en la entrega física o jurídica de un 

bien. Puede referirse a dar bienes ciertos o bienes inciertos, según que los bienes estén 

determinados en su individualidad o sean indeterminados en el momento de constituirse 

la obligación. La finalidad de la entrega del bien puede ser: a) para constituir sobre el 

bien derechos reales (la obligación del vendedor); b) para transferir su simple tenencia, 

                                                        
1 Casación N° 3646-2014, AREQUIPA, de fecha 21 de abril de 2015. La Sala Civil Permanente de la Corte 
Suprema de Justicia de la República. 
2   OSTERLING PARODI, Felipe y CASTILLO FREYRE, Mario. Tratado de las obligaciones. Biblioteca para 
leer el Código Civil, Volumen XVI, primera parte, Tomo I, Fondo Editorial PUCP, 1994, p. 101. 
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por ejemplo, a un servidor de la posesión; c) para restituir el bien a su dueño (la 

restitución por el comodante del bien que recibió en préstamo, etc.)3  

Ahora que ya se ha definido los conceptos que abarca este proceso, se analizaron los 

problemas que se han identificado a lo largo del estudio. 

 

• Primer problema. – El ejecutado se presenta al proceso, señalando que el 

documento que da merito ejecutivo al contrato es la escritura pública celebrada 

entre el ejecutado y ejecutante. 

En tal sentido, para realizar el análisis debemos identificar en que consiste el 

Contrato de Arrendamiento Financiero o Leasing el cual se define como: “El 

Contrato de Leasing es una operación de financiación de mediano o largo plazo 

practicado por una entidad financiera en favor de una empresa comercial o 

industrial, interesada en instrumentar y modernizar sus actividades para 

incentivar su expansión mediante su optimo equipamiento. La entidad Financiera 

a petición de su cliente adquiere el bien capital previamente seleccionado por 

este último y le facilita su utilización durante un periodo determinado4 

Que mediante el Decreto Legislativo N°299 y Decreto Supremo N° 559-84-EFC 

se legisla sobre el Arrendamiento Financiero, el cual establece que en el artículo 

10° del Decreto Legislativo mencionado, se le concede merito ejecutivo a este 

tipo de contratos, en ese sentido identificamos que el mérito ejecutivo se origina 

porque la Ley lo designa y no como lo indica el ejecutado que asocia la calidad 

de mérito ejecutivo a la Escritura Pública del contrato de arrendamiento 

financiero. 

Asimismo, en la escritura pública del contrato de arrendamiento financiero, se 

visualiza como en el marco normativo se establecen en las cláusulas sobre el 

Decreto Legislativo N° 299, Decreto Supremo N° 559-84-EFC, los mismos que 

hacen referencia al Contrato de Arrendamiento Financiero.   

• Segundo Problema. – en el presente caso se observa que unos de los problemas 

que surge en el desarrollo del expediente, es verificar si operó o no la Resolución 

del Contrato, toda vez que para el ejecutado no habría operado debido a que la 

                                                        
3 TORRES VASQUEZ, Aníbal. Teoría de las obligaciones. Instituto Pacífico, Actualidad Civil, Volumen I, 
2014, p. 68. 
4 SIDNEY ALEX BRAVO MELGAR, Contratos Modernos- Contratos Atípicos e innominados, Ed. Ediciones 
Legales,2014 pp 310.  
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parte Demandante no tendría los poderes y facultades suficientes para dar por 

resuelto el contrato de Arrendamiento Financiero, y para la parte Demandante si 

habría operado la resolución del referido contrato debido a que la parte ejecutada 

incumplió con el pago de 03 cuotas vencidas, y que teniendo en cuenta la 

cláusula décimo segunda del contrato de Arrendamiento Financiero, la cual 

estableció que: 

“Para que opere la resolución será suficiente una comunicación escrita del banco 

a la arrendataria cursada vía notarial a la dirección señalada por la arrendataria. 

La Resolución opera de manera inmediata y automática sin que sea necesario 

pronunciamiento judicial alguno, desde el momento de la recepción de la carta 

notarial por la arrendataria” 

• Ahora bien, el Octavo Juzgado Civil Con sub especialidad Comercial, señala 

que, si operaría la resolución del contrato, toda vez que el demandante mediante 

Carta Notarial de fecha 12 de mayo de 2010, se ratificó en todos los sentidos 

sobre las cartas notariales enviadas con anterioridad, las mismas que resuelven 

el contrato de arrendamiento financiero por incumplimiento en el Pago. 

Por su parte la Corte Superior, evaluó y determinó que al no tener explícitamente 

la facultad de ratificación de actos jurídicos, el contrato no habría sido resuelto 

conforme a Ley, razón por la que no estaríamos ante una obligación cierta, 

expresa y exigible. 

Al respecto, el Contrato5 de Leansing, por su naturaleza es un título ejecutivo, 

asimismo, en el referido contrato también hacen referencia a la cláusula 

resolutoria de conformidad con el art. 1430 del CC. 

Como consecuencia del análisis efectuado por la Sala, observamos que el 

incumplimiento que realiza el ejecutado (03 cuotas de pago incumplidas)  estaría 

quedando en un segundo lugar, no tomando en cuenta que esta cláusula que 

contiene el incumplimiento de acuerdo a la doctrina señala lo siguiente:  “El 

                                                        
5 “El artículo 1351 del Código Civil, establece que: “El contrato es el acuerdo de dos o más partes, para 
crear, regular, modificar o extinguir una relación jurídica patrimonial”. A su vez el artículo 1361º del 
mismo dispositivo prevé que: “Los contratos son obligatorios en cuanto se haya expresado en ellos. Se 
presume que la declaración expresada en el contrato responde a la voluntad común de las partes y 
quien niegue esa coincidencia debe probarla”. 
Casación 1392-2013 Tacna, de fecha 20 de enero de 2015. Emitida por la Sala Civil Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia de la República. 
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sentido fuerte de la cláusula resolutoria expresa es precisamente este: excluye 

el examen minucioso del juez sobre el grado de importancia del incumplimiento, 

porque la correspondiente valoración ya ha sido hecha por las partes, que 

pactando la cláusula han considerado ese tal incumplimiento, previsto por ella, 

indudablemente idóneo para determinar la resolución”.6 

En tal sentido, claramente esta cláusula establecía lo siguiente: sin perjuicio de 

las causales de resolución previstas expresamente en este contrato, constituyen 

también causales de resolución del mismo, de pleno derecho que; Si la 

arrendataria se atrasara en el pago de una o más cuotas consecutivas o 

alternadas o en uno o más meses en el pago de cualquier obligación derivada 

de este contrato o bien en el cumplimiento de cualquier otra obligación que deba 

ser ejecutada frente a terceros como resultado de este contrato. 

Por lo que, del análisis al expediente se verifica que la ejecutada tuvo un retraso 

de 03 cuotas consecutivas y no demostró en la contradicción que ya estas 

habían sido canceladas, por lo que el fundamento de inexigibilidad, no debería 

haber sido tomado en cuenta, ya que no era una obligación modal es decir que 

no se encontraba sujeta a una modalidad de condición, causa o cargo, 

definiendo ellos mismo al pactar el contrato de arrendamiento financiero, dicha 

cláusula resolutoria. 

Es por ello que el proceso llevado a cabo, no estaría considerando la referida 

clausula, y más bien busca desvirtuar que las personas que firmaron la carta 

notarial no tenían las suficientes facultades para realizarlo, lo cual se detalla en 

la Sentencia de la Corte superior, que realiza un análisis sobre los poderes de 

negocio. 

 

• Tercer Problema. - Del análisis al expediente, se advierte que el ejecutado 

realiza su estrategia de defensa basando en la inexigibilidad del título señalando 

como fundamento que la resolución del contrato no tiene efecto legal alguno por 

no haber sido suscrito por funcionarios del banco debidamente representados, 

por lo que la demanda deviene en inexigible y por lo que solicita que la demanda 

sea declarada infundada. 

                                                        
6  VINCENZO ROPPO, El contrato, Gaceta Jurídica, (2001) pp 885  
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Al respecto, es importante indicar que en el Código Procesal Civil artículo 690-D 

se establece, lo siguiente: 

Artículo 690-D.- Dentro de cinco días de notificado el mandato ejecutivo, el 
ejecutado puede contradecir la ejecución y proponer excepciones 
procesales o defensas previas. 
 
En el mismo escrito se presentarán los medios probatorios pertinentes; de 
lo contrario, el pedido será declarado inadmisible. Sólo son admisibles la 
declaración de parte, los documentos y la pericia. 
 
La contradicción sólo podrá fundarse según la naturaleza del título en: 
1.- Inexigibilidad o iliquidez de la obligación contenida en el título; 
2.- Nulidad formal o falsedad del título; o, cuando siendo éste un título valor 
emitido en forma incompleta, hubiere sido completado en forma contraria 
a los acuerdos adoptados, debiendo en este caso observarse la ley de la 
materia; 
3.- La extinción de la obligación exigida; 
 
Cuando el mandato se sustente en título ejecutivo de naturaleza judicial, 
sólo podrá formularse contradicción, dentro del tercer día, si se alega el 
cumplimiento de lo ordenado o la extinción de la obligación, que se acredite 
con prueba instrumental. 
 
La contradicción que se sustente en otras causales será rechazada 
liminarmente por el Juez, siendo esta decisión apelable sin efecto 
suspensivo. 

 

Del mismo modo, se advierte que “La naturaleza de la contradicción tiene un 

respaldo constitucional y en varios principios generales del derecho procesal. El 

objeto de la contradicción es “una tutela abstracta por una sentencia justa y legal, 

cualquiera sea, y la oportunidad de ser oído en el proceso para el ejercicio 

derecho de defensa en igualdad de condiciones, facultades y cargas(…) En 

cuanto al fin que con él se persigue es, por una parte, la satisfacción del interés 

público en la buena justicia y en la tutela del derecho objetivo y, por otra parte, 

la tutela del derecho constitucional de defensa y de la libertad individual en sus 

distintos aspectos”. En otras palabras, la contradicción se inicia una vez se 

acciona y dinamiza la pretensión dentro del aparato de administración de justicia, 

mientras el objeto se dirige a resolver el conflicto emitiéndose la sentencia; la 

finalidad es lograr justicia y bienestar general a los usuarios del proceso 

“ejecutivo”.7 

Por tanto, entre los problemas que he analizado, verifico que el ejecutado señala 

                                                        
7 El VI Pleno Casatorio contenido en la Casación N° 2402-2012, Lambayeque. 
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como causal de la contradicción que el titulo deviene en inexigible debido a que 

las personas que suscribieron la resolución del Contrato de Arrendamiento 

Financiero, no se encontraban facultadas para emitir dicho acto, puesto que de 

acuerdo al Acta de Sesión de Directorio N° 593, las facultades se encontraban 

delimitadas de acuerdo a la cuantía de cada contrato celebrado.  

Ahora bien, en el presente, el ejecutado presenta en sus fundamentos de hecho, 

el porqué debe cuestionarse las cartas notariales que resuelven el contrato de 

Arrendamiento Financiero, perdiendo de vista que  “El proceso de Ejecución es 

el destinado a hacer efectivo, breve y coactivamente el cumplimiento de las 

obligaciones que constan de título fehaciente, sin necesidad de ocurrir a las 

amplias y dispendiosas formas de los juicios declarativos” 8. 

En tal sentido al cuestionar, las Cartas Notariales que resuelven el contrato, 

convierte este proceso ejecutivo en un proceso meramente declarativo, en el 

cual se estaría verificando si dicho documento sería el idóneo como título 

ejecutivo o no. 

Por tanto, el ejecutado al presentar los fundamentos en la contradicción, los 

cuales versan sobre la verificación de los firmantes considero que presenta un 

problema ya que los referidos y debatidos en hechos que se apartan a la finalidad 

del proceso de ejecución, dilatando de esta forma la ejecución. 

Adicionalmente, tenemos que establecer que la inexigibilidad doctrinariamente 

se establece como: “El derecho que el título reconoce debe ser exigible, lo cual 

supone la concurrencia de dos circunstancias: 1. Que sea de plazo vencido: es 

pacífico en la doctrina de que si existe plazo este debe haber vencido. En las 

obligaciones a plazo se encuentra supeditada su exigibilidad en tanto el tiempo 

indicado no transcurra, ya sea para que se ejercite (plazo suspensivo) o para 

que este cese (plazo resolutorio). Hay obligaciones en las que no existe plazo, 

son obligaciones exigibles en todo momento; y 2. Que no se halle sujeto a 

condición: la obligación puede estar sujeta al acaecimiento de un hecho incierto 

y futuro para su adquisición o resolución. La obligación sujeta a condición no es 

exigible, para ello es necesario que se verifique la condición”9 

                                                        
8 MARIA ELENA GUERRA CERRON, Manual del Código Procesal Civil, Proceso Único de Ejecución, 
Editorial Biblioteca del abogado procesalista, p.p 16  
9 PERCY HOWEL SEVILLA AGURTO, Las Causales de Contradicción en el Proceso Ejecutivo, Editorial 
Gaceta Civil y Procesal, (2014) pp 111. 
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Por tanto, de acuerdo a los fundamentos establecidos por el ejecutado no se 

advierte que dicha obligación se encuentre sometida algún modal es decir se 

encuentre sometida a condición, plazo o cargo, por lo la causal de exigibilidad 

no se debería aceptar como fundamento de la contradicción. 

• Cuarto Problema. – Interpretación limitada e incorrecta que realiza la Primera 

Sala Civil Subespecialidad Comercial sobre el artículo 161° y 162° del Código 

Civil relacionando al Principio de Literalidad, debido a que indica que de acuerdo 

al artículo 155° del Código Civil, este tipo de poder comprende los actos para los 

cuales ha sido conferido. 

Asimismo, la Sala señala que el fundamento de la ratificación descansa en el 

hecho que una persona no puede recibir los efectos de un negocio jurídico, si no 

que expresa por si misma o a través de un tercero con debida autorización, su 

voluntad.  

La sala manifiesta que el Principio de Literalidad condiciona la existencia de 

facultades a la indicación expresa en el poder del acto de que se trate, es decir 

que al no estar explícitamente detallada la facultad de ratificación de actos 

jurídicos la sala es de la opinión que el contrato de Arrendamiento Financiero no 

ha sido resuelto, por tal motivo resuelve Revocar el Auto de Ejecución. 

Interpretación a la Ratificación de las Cartas Notariales, y la interpretación que 

se efectúa a este acto. Que en la Apelación presentada por Trefilados Peruanos 

S.A. señala en sus considerandos que la resolución incurre en error en su 

considerando cuarto, al señalar que la carta de fecha 13 de mayo de 2010, que 

ratifica el acto jurídico ha sido suscrita por los señores Sotelo Pascual y 

Echegaray Navarro con facultades suficientes de acuerdo a la mencionada 

escritura pública. 

Asimismo, que invocando a los poderes de negocio señalado en la escritura 

pública, podrían estos funcionarios tener la facultad para resolver contratos de 

Arrendamiento Financiero, sin embargo no tienen capacidad para ratificar actos 

jurídicos de resolución de contrato, por tal motivo Trefilados peruanos invoca el 

Principio de Literalidad.  

Ahora bien, respecto al principio de Literalidad, Alfredo Bullard señala que “el 

método literal es entonces la puerta de entrada a la interpretación dentro de 

cualquier sistema jurídico basado en la escritura es por ello que al desarrollar la 
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labor de interpretación de la voluntad declarada el agente no debe, según 

nuestro Código, limitar o restringir su labor al contenido literal del contrato o de 

la cláusula en cuestión. La interpretación literal deberá ser sólo una primera y 

necesaria aproximación al problema; pero, posteriormente, los resultados que 

ésta arroje deberán ser contrastados con los resultados que arrojen los otros 

criterios interpretativos...” 

En tal sentido, este problema se presenta al no realizar una evaluación 

sistemática de lo que se quiso establecer en el Acta de Sesión, es decir no solo 

se le brindó las facultades para resolver los contratos de arrendamiento 

financiero de acuerdo a la cuantía, si no que como actos propios del negocio 

también tendría la facultad para ratificar el acto jurídico celebrado, es decir la 

interpretación sistemática, este problema de tipo de interpretación conllevo a que 

el proceso se dilatado y se evite el cumplimiento del pago que debería realizar 

el ejecutado. 

En este problema, analizó que, al plantear la defensa de tal forma que no se 

analicen las cláusulas de forma sistemática y que se analicen 

independientemente, no permite que el Acto de Ratificación sea considerado en 

la segunda instancia. 

Y es importante indicar que el artículo 169° del Código Procesal Civil, establece 

la interpretación sistemática, la cual establece que “El método de la 

interpretación interdependiente o sistemática, pues, hace que el hermeneuta vea 

el conjunto de la manifestación de voluntad como una unidad y que, en caso de 

disposiciones o cláusulas contradictorias las armonice, evitando interpretaciones 

aisladas y, más bien, las integre al sentido de las demás, con las que deben 

formar un conjunto unitario. El principio también rige cuando se trata de 

interpretar dos o más actos jurídicos vinculados entre sí, aun cuando el tenor del 

artículo 169 parezca indicar que solo es aplicable a un acto jurídico en particular, 

lo que no debe entenderse así.”10 

Es así, que para poder darle un sentido al acto jurídico emitido se tiene que 

realizar un análisis integral de las clausulas para al fin llegar a conocer cuál fue 

la voluntad del otorgante, en tal sentido este análisis que no realizó la Sala 

Superior lo cual constituyo un problema de interpretación. 

                                                        
10 FERNANDO VIDAL RAMIREZ, Acto Jurídico, Gaceta Juridica, (2011), pp 350. 
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3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

RESOLUCIÓN DE 1° INSTANCIA 

 

Mediante la Resolución emitida por el Juez del Octavo Juzgado Civil Sub Especializado 

en lo Comercial de la Corte Superior de Justicia de Lima, se resolvió declarar infundada 

la contradicción; puesto que, señala que las cartas de fecha 17 de setiembre de 2009, 

13 de octubre de 2009 y cuatro de diciembre de 2009, fueron ratificados conforme el 

artículo 162º del Código Civil mediante carta notarial de fecha 13 de mayo de 2010, en 

la que aparece la firma de los señores Cesar Sotelo Pascual y Joyce Echegaray 

Navarro. 

Respecto a este pronunciamiento, me encuentro de acuerdo con la Resolución emitida 

por el Juzgado, toda vez que “La naturaleza de la contradicción tiene un respaldo 

constitucional y en varios principios generales del derecho procesal. El objeto de la 

contradicción es “una tutela abstracta por una sentencia justa y legal, cualquiera sea, y 

la oportunidad de ser oído en el proceso para el ejercicio derecho de defensa en 

igualdad de condiciones, facultades y cargas(…) En cuanto al fin que con él se persigue 

es, por una parte, la satisfacción del interés público en la buena justicia y en la tutela del 

derecho objetivo y, por otra parte, la tutela del derecho constitucional de defensa y de la 

libertad individual en sus distintos aspectos”13. En otras palabras, la contradicción se 

inicia una vez se acciona y dinamiza la pretensión dentro del aparato de administración 

de justicia, mientras el objeto se dirige a resolver el conflicto emitiéndose la sentencia; 

la finalidad es lograr justicia y bienestar general a los usuarios del proceso “ejecutivo”11.  

 

Asimismo, en las Cartas Notariales remitidas por el Banco Continental, ratificaron la 

decisión de Resolución ante el incumplimiento, de conformidad con el art.162 del Código 

Civil, el cual señala que la ratificación tiene efecto retroactivo, asimismo el acto de la 

ratificación según Fernando Vidal Ramirez  señala que “La ratificación es, entonces, un 

acto jurídico por el cual el indebidamente representado acepta o aprueba el acto 

celebrado por quien se excedió en los límites de las facultades, las violó o se atribuyó la 

representación sin que nunca se la hubieran otorgado Es un acto unilateral recepticio, 

                                                        
11 El VI Pleno Casatorio contenido en la Casación N° 2402-2012, Lambayeque. 
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pues la manifestación de voluntad, a nuestro entender, se dirige a quienes celebraron 

el acto representativo anómalo.”12.  

Ahora bien, para dicho acto se consideró las facultades contenidas en el rubro los 

Poderes de Negocio, siendo ello así los suscribientes pueden ratificar la Resolución del 

Contrato de Arrendamiento Financiero. 

 

RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

Respecto al pronunciamiento de la a Primera Sala Civil, no me encuentro de acuerdo 

con el análisis efectuado por los miembros de la Sala, puesto que  Sentencia resuelve  

REVOCAR el auto de ejecución que declara infundada la contradicción y 

REFORMANDOLA declara fundada la contradicción e improcedente la demanda; 

señalando como uno de los fundamentos que el proceso se encuentra en curso, cuando 

se remite la Carta Notarial de fecha 13 de mayo 2010, asimismo, los señores Cesar 

Sotelo Pascual y Joyce Echegaray Navarro, ratificaron la resolución del contrato de 

arrendamiento financiero; sin embargo, no tenían poder para efectuar tal acto. 

Respecto a esta Resolución no me encuentro de acuerdo debido a que la Sala no ha 

realizado un análisis sistemático de las pruebas presentadas por las partes, puesto que 

señaló erróneamente que los suscribiente no tienen la facultad individual o conjunta para 

ratificar actos jurídicos de resolución de contratos, conforme el principio de literalidad. 

Concluye la Sala Superior señalando que al no haber sido resuelto el contrato conforme 

a ley, no hay obligación cierta, expresa y exigible. 

Asimismo, la Sala señaló que los poderes otorgados a los funcionarios que suscribieron 

las Cartas Notariales de conformidad con el artículo 155° del Código Civil, solo 

comprenden los actos para los cuales hayan sido conferidos. 

 

En tal sentido, se advierte que la Sala realiza un análisis limitado sobre los documentos 

probatorios en los cuales se señalan los tipos de poderes y facultades que emite el 

Banco hacia sus funcionarios, aplicando el Principio de Literalidad, para la interpretación 

de las facultades y poderes que se establecieron en las Actas de Sesión, para lo cual 

sustenta su teoría en que “ no obra facultad individual o conjunta para la ratificación de 

los actos jurídicos de la resolución de contrato”,  por lo tanto la cartas notariales que se 

remitieron no habrían realizado la resolución del Contrato de Arrendamiento Financiero, 

y no tendría las características de cierta, expresa y exigible. 

                                                        
12 VIDAL RAMIREZ, FERNANDO, “El Acto Jurídico” Edit. Gaceta Juridica S.A, Lima - Perú 310. 
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Ahora bien, del análisis al pronunciamiento que efectuó la Sala es importante indicar 

que, que el presente proceso, es un proceso ejecutivo, es decir en este proceso debería 

versar sobre si se cumplió o no la obligación y que sea demostrada por la parte 

ejecutada, así como demostrar la exigibilidad del título o la extinción del mismo, sin 

embargo, la sala no analiza dichas causales, si no que se desvía su atención inclusive 

a cuestionar y a realizar una interpretación de la escritura pública mediante la cual se 

otorgó los poderes y facultades a los funcionarios del banco, llevando a este proceso 

ejecutivo a cambiar el sentido a un proceso declarativo en el cual se busca esclarecer o 

declarar un derecho, y este será evaluado por las pruebas que se presentes. 

 

Ante ello, es importante indicar que el Proceso Ejecutivo, tiene una relación muy cercana 

con la actividad económica es decir la una obligación patrimonial que dependería de la 

buena fe, este principio es fundamental para celebrar los actos jurídicos crediticios tal 

como en el presente proceso, que se celebró un contrato de Arrendamiento Financiero 

en el cual el Banco Continental pacta la compra de un bien para que el ejecutado 

obtenga un beneficio crediticio, aquí podríamos indicar que el banco de buena fe 

adquirió el inmueble por una obligación a la cual se compromete el ejecutado, es decir 

de acuerdo a Maria Elena Gerra Cerron” la buena fe es un principio de relación entre 

dos sujetos de Derecho, una persona solo tiene buena fe frente a una contraparte esto 

diferencia a la buena fe de la ausencia de dolo o culpa, estos dos elementos son internos 

del sujeto que actúa y analizan dentro de su propio yo, la  buena fe es la exteriorización 

hacia el otro y consiste en actuar limpiamente frente al otro13”, entonces, este principio 

es fundamental para el proceso ejecutivo, asimismo, debo indicar que el proceso 

ejecutivo tiene una obligación que se debe cumplirse y por tanto el juez no puede 

investigar nada que no conste del título, tal como la sala lo realizó en el presente, lo que 

debió realizar la sala es ver determinados aspectos como verificar que sea una 

obligación cierta, expresa y exigible y adicionalmente que tenga carácter patrimonial. 

Asimismo, debemos tener en cuenta que los contratos son obligatorios entre las partes, 

tal como lo señala el VI Pleno Casatorio contenido en la Casación N° 2402-2012, 

Lambayeque que señala en su considerando Sexto: Que, en tal sentido, se debe tener 

en cuenta que los artículos 1361° y 1362° del Código Civil establecen que los contratos 

son obligatorios entre las partes y deben cumplirse los acuerdos adoptados en dicho 

acto jurídico (…). 

 

                                                        
13 MARIA GUERRA CERRON, Manual del Código Procesal Civil, pp. 11, 
https://es.slideshare.net/VictorCordovaLopez/manual-del-codigo-procesal-civil 
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RESOLUCIÓN DE LA CORTE SUPREMA 

 

Respecto a esta Sentencia me encuentro de acuerdo con lo decidido por la Corte 

Suprema, debido a que resuelve declarar fundado el Recurso de Casación, el cual “es 

un medio de impugnación extraordinario que permite ejercer el control de las decisiones 

jurisdiccionales, con la finalidad de garantizar la correcta aplicación e interpretación del 

derecho objetivo y la unificación de la jurisprudencia nacional de la Corte Suprema de 

Justicia; así como, determinar si en dichas decisiones se ha infringido o no las normas 

que garantizan el debido proceso, traducido en el respeto de los principios lo regulan. 

Infracción normativa de los artículos VII del Título Preliminar, 50 inciso 6 del Código 

Procesal Civil.”14 

 

Ahora bien, como consecuencia de declararon procedente el Recurso de Casación, y 

posteriormente la mediante Sentencia de 24 de enero de 2011 casaron la sentencia de 

vista y actuando en sede de instancia confirmaron la sentencia apelada que declara 

infundada la contradicción al mandato de ejecución y ordena llevar adelante la 

ejecución. 

En cuanto a la denuncia de la infracción normativa del artículo 169 del Código Civil, la 

escritura pública de nombramiento de apoderados y designación de facultades del 

Banco Continental, uno de los poderes señala que para ciertos funcionarios del Banco, 

de celebrar en su representación, contratos de arrendamiento financiero; es decir, 

podrán conceder prórrogas a los cronogramas de pago o modificar los términos de los 

contratos ya suscritos, resolverlos, rescindirlos, declarar el vencimiento anticipado de 

plazos, condonar las obligaciones pendientes de pago; así como cualquier facultad que 

sea necesaria para la administración, modificación o ejecución de los créditos, en este 

punto se deberá entender no solo los actos que se nombran en la Escritura Pública, sino 

todos aquellos actos con los cuales se pueda cumplir la finalidad para el cual fue creado.  

Ahora bien, respecto al acto de la representación, señala Vidal Ramirez que es “una 

norma sin antecedentes en el Código de 1936 fue tomada del proyecto de la Comisión 

Reformadora, la representación directa con poder es la representación en su etapa más 

evolucionada, pues con ella se logra su perfección y el poder alcanza su verdadera 

función”, en tal sentido el poder que tenían los funcionarios del Banco, tenía que cumplir 

                                                        
14 Casación 2308-2016, Lima Norte, de fecha 30 de mayo de 2017. Emitida por la Sala Civil Permanente 
de la Corte Suprema de Justicia De La República. 
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con la finalidad para la cual fue otorgada. 

Ahora bien, la Sala Suprema considera que el Superior ha infraccionado el artículo 169 

del Código Civil; puesto que de la revisión e interpretación del testimonio de Escritura 

Pública15 se advierte que no existe la facultad expresa para ratificar actos jurídicos, se 

tiene de la interpretación sistemática16 de la cláusula que el Banco demandante otorgó 

no solo facultades para la celebración de actos jurídicos; sino que otorgó cualquier otra 

facultad necesaria para la administración, modificación o ejecución de los créditos 

concedidos, y en cuanto a suscrito entre las partes, se advierte que dicha facultad está 

concedida a favor que la ratificación de la resolución del contrato de arrendamiento 

financiero de los funcionarios que representan al banco. Toda vez que la interpretación 

es conforme a los señalado en el acto jurídico, en el que se otorgaron dichas facultades.  

Del mismo modo el acto de la ratificación es entonces, “un acto jurídico por el cual el 

indebidamente representado acepta o aprueba el acto celebrado por quien se excedió 

en los límites de las facultades, las violó o se atribuyó la representación sin que nunca 

se la hubieran otorgado es un acto unilateral recepticio, pues la manifestación acto 

representativo anómalo”17,  en tal sentido, por dicho acto de la rectificación se debe 

considerar la carta notarial que resuelve el contrato de Arrendamiento Financiero. 

Por tal motivo, hace bien el Colegiado en declarar fundado el recurso de casación, y 

conforme el artículo 396 del Código Procesal Civil, y actuando en sede de instancia 

revocar y confirmar la sentencia apelada declarando infundada la Contradicción 

interpuesta por Trefilados Peruanos S.A 

Ahora bien, de acuerdo al análisis realizado al expediente judicial, se verifica que el 

sustento para que el proceso sea tramitado en la vía ejecutiva fue bajo los alcances del 

Decreto Legislativo N° 299, el cual tiene fundamento el inc. 11 del artículo 688° del 

Código Procesal Civil que establece “Otros títulos que la Ley les da merito ejecutivo” y 

no como lo señala el ejecutado en la contradicción que presenta. 

                                                        
15 Casación 1273-2014 AREQUIPA, de fecha 15 de mayo de 2015. Emitida por la Sala Civil Transitoria de la 
Corte Suprema de Justicia de la República, “Testimonio de escritura pública como título ejecutivo” 
16“El método de interpretación sistemática está previsto en el art. 169°, la cual no tiene antecedentes en 
nuestra codificación civil y fue tomada del proyecto de la Comisión Reformadora, en la cual han explicado 
Manuel de la Puente y Susana Zusman que su adopción tiene finalidad de excluir la posibilidad de que el 
acto jurídico de contenido a pactos contrarios o contradictorios entre sí, de tal manera que cada clausula 
deberá enmarcarse dentro del conjunto del acto jurídico”.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                      
JOSE A SILVA VALLEJO, Comentarios al código procesal Civil, Legales Instituto, Lima 2019, p.50.  
17 FERNANDO VIDAL RAMIREZ, Acto Jurídico, Gaceta Juridica, (2011), pp 310. 
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Asimismo, respecto al Decreto Legislativo N°299, se establece lo siguiente: 

Artículo 9.- Las cuotas periódicas a abonarse por la arrendataria podrán ser 
pactadas en moneda nacional o en moneda extranjera y ser fijas o variables y 
reajustables. 

Sin perjuicio de los correspondientes intereses, en el contrato se podrán pactar 
penalidades por mora en el pago de cuotas. La falta de pago de dos o más cuotas 
consecutivas, o el retraso de pago en más de dos meses, facultará a la locadora, 
a rescindir el contrato. 

Artículo 10.- El contrato de arrendamiento financiero tiene mérito ejecutivo. El 
cumplimiento de las obligaciones derivadas del mismo, incluyendo la realización 
de las garantías otorgadas y su rescisión, se tramitarán con arreglo a las normas 
del juicio ejecutivo. 

Por tal motivo, se advierte que la defensa del ejecutado, cuestiona que el titulo 

ejecutivo considerando como tal la Escritura Pública y no como tal el contrato de 

Arrendamiento Financiero, adicionalmente lo que busca el ejecutado es 

cuestionar la resolución extrajudicial, por ello el Aquo en la Segunda Instancia, 

cuestiona la validez de esta resolución. 

De la revisión a presente caso, es muy claro que el proceso ejecutivo entre el 

Banco Continental y Trefilados Peruanos, se debatió no solo el cumplimiento de 

dicho contrato si no que cuestionan a los funcionarios que emitieron las cartas 

notariales por lo que este proceso se estaría acercando más a un proceso 

declarativo. 
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4. CONCLUSIONES 

 

De lo expuesto por las partes en el presente proceso Único de Ejecución, he realizado 

la valoración del contenido de los hechos y la norma aplicable al caso, y puedo concluir 

que el proceso llevado a cabo entre Banco Continental y la empresa Trefilados Peruanos 

S.A, el cual tiene como fondo en verificar si opero o no la resolución del contrato de 

Arrendamiento Financiero, fue un proceso planteado por el ejecutado en el cual no se 

pretendía que se reconozca el título ejecutivo como tal. 

 

Al respecto, en cuanto a la estrategia procesal del ejecutado, consistió en señalar como 

fundamento en la contradicción al mandato ejecutivo, la inexigibilidad del título debido a 

que los suscribientes que resuelven el Contrato de Arrendamiento Financiero, no 

tendrían las facultades para poder realizar el acto de resolver el contrato, o ratificar el 

mismo, por lo que busca dilatar el proceso, ya que no demuestra que realizó el 

cumplimiento de la obligación, por lo que su defensa desvía la atención sobre la 

obligación principal que es el pago de la obligación, es decir el cumplimento del titulo 

ejecutivo. 

 

Por tanto, el Banco Continental, a fin de demostrar que la carta notarial que resuelve el 

contrato de Arrendamiento Financiero fue dada conforme a los poderes otorgados por 

el banco, presentó la ratificación del mismo, asimismo, también intentó demostrar que 

los funcionarios que suscribieron dichos actos, si tuvieron las facultades conforme a las 

Actas de Sesión que presenta, además, explica a la parte ejecutada sobre los poderes 

de negocio lo cual demostrarían las facultades otorgadas por el banco.  

 

Ahora bien, este expediente desarrolla el proceso único de ejecución, el cual promueve 

la ejecución de un título ejecutivo de naturaleza extrajudical, y la finalidad de este 

proceso es que se disponga la ejecución de una prestación ya reconocida, debiendo 

entenderse por títulos ejecutivos los señalados en el artículo 688° del Código Procesal 

Civil. 

 

Cabe indicar que, en la segunda instancia se toma en cuenta los argumentos que la 

empresa Trefilados Peruanos S.A, manifiesta, dejando de lado la verificación del 

cumplimiento de la obligación, colocando en primer lugar el cuestionamiento sobre la 

validez de la resolución del contrato, asimismo no tomaron en cuenta el artículo 10° del 

Decreto Legislativo N° 299 así como las consecuencias que tiene ante el incumplimiento 
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de la obligación pactada.  

 

Asimismo, cuestionar la validez de la resolución del contrato que se encuentra contenida 

en una Carta Notarial, no es una causal que señale como requisito el proceso ejecutivo, 

siendo que la Sala Superior, se deja sorprender por los fundamentos que interpone el 

ejecutado, al momento de cuestionar las facultades otorgadas a los funcionarios del 

Banco Continental, por lo que es muy claro que el ejecutado trata de convencer a la 

Sala, que en este proceso se debe ventilar si este título tendría la calidad de mérito 

ejecutivo. 

 

Adicionalmente, respecto a la interpretación que la Sala Superior realiza sobre la 

interpretación de lo estipulado en el contenido de la Escritura Pública, es claro que es 

limitada puesto que no analiza las cláusulas de forma sistemática, sino que lo efectua 

de forma textualmente o literalmente, no verificando la finalidad para la cual fue 

constituida. 

 

En cuanto al análisis que realiza la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 

Justicia de la República, esta efectúa un análisis que refleja la voluntad de la creación 

de dichos actos, puesto que evalúa la forma de interpretación sistemática de las 

cláusulas del Acta de Sesión en donde se le otorga a cada funcionario las facultades 

para celebrar contratos, modificar sus términos contractuales, resolverlos, etc, asimismo 

también otorgó cualquier otra facultad necesaria para la administración, modificación o 

ejecución de los créditos concedidos, por lo que teniendo en cuenta que el acto de 

ratificación es un es acto imprescindible para la ejecución de los créditos, y conforme al 

principio de buena fe, declara fundado el recurso de casación 

 

En ese sentido en esta instancia, se aclara que la obligación contenida en el contrato de 

arrendamiento financiero, tiene una finalidad, la cual es respetada por los jueces de la 

Sala Civil Permanente de la Corte Suprema, por lo que haciendo uso de sus atribuciones 

casaron la sentencia de vista y actuando en sede de instancia confirmaron la sentencia 

apelada que declara infundada la contradicción al mandato de ejecución y ordena llevar 

adelante la ejecución. 

 

Finalmente, es preciso mencionar que en el presente caso, la Sala Suprema, si realizó 

un análisis efectivo sobre las facultades y obligaciones que tuvo tanto la parte demanda 

como la ejecutada, por lo que la empresa Trefilados Peruanos S.A, estaría cumpliendo 
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con la obligación que ella misma contrajo, al solicitar al banco un contrato de 

arrendamiento financiero, con la cual me encuentro de acuerdo. 
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